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T	E	M	A	R	I	O

Materias	específicas

Tema 1.- El acto administrativo. Concepto, elementos, clases y requisitos. Eficacia y validez
de los actos administrativos. La nulidad y anulabilidad.

Tema 2.- Concepto de personas interesadas. Registros electrónicos de apoderamientos.
Pluralidad de personas interesadas. Derechos de las personas en sus relaciones con las
Administraciones Públicas. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las
Administraciones Públicas. Lengua de los procedimientos. El Registro electrónico. Archivo
de documentos. Comunicaciones y notificaciones.

Tema 3.- El procedimiento administrativo común: Iniciación, ordenación, instrucción y
terminación. La obligación de resolver: El silencio administrativo.

Tema 4.- Los recursos administrativos: Concepto y clases.

Tema 5.- La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público: Disposiciones generales
y principios de actuación. Funcionamiento electrónico del sector público.

Tema 6.- El Municipio: Concepto y elementos. Organización municipal. Competencias.

Tema 7.- La Provincia en el Régimen Local. Organización y competencias.

Tema 8.- Funcionamiento de los órganos colegiados: Régimen de sesiones y acuerdos.
Convocatoria y orden del día. Actas y certificaciones de acuerdo.

Tema 9.- Ordenanzas y reglamentos de las Entidades Locales. Procedimiento de
elaboración y aprobación.

Tema 10.- Tipos de contratos del Sector Público. Régimen jurídico de los contratos
administrativos. La selección de la persona contratista.

Tema 11.- Los Bienes de las Entidades Locales: Concepto y clases. Bienes de dominio
público local y bienes patrimoniales de las Entidades Locales.

Tema 12.- El personal al servicio de la Administración Local. El personal funcionario
público: Clases, selección, situaciones administrativas. El régimen de provisión de puestos
de trabajo. El personal laboral: Tipología y selección. Derechos y deberes del personal al
servicio de las Entidades Locales. Régimen de incompatibilidad y régimen disciplinario.



Tema 13.- El Presupuesto General de las Entidades locales. Elaboración y aprobación.
Ejecución del presupuesto de gastos: Fases.

Tema 14.- La Administración al servicio de la ciudadanía: Atención al público. Información
general y particular a la ciudadanía. Las funciones de atención a la ciudadanía. Los servicios
de información administrativa.

Tema 15.- Herramientas ofimáticas de Código Abierto (LibreOffice): Writer, el procesador
de textos; Calc, la hoja de cálculos; Impress, el editor de presentaciones; Base, base de datos
e interfaz con otras bases de datos.

Tema 16.- La Sede Electrónica. Portal de Internet. Sistemas de identificación de las
Administraciones Públicas. Actuación administrativa automatizada. Sistemas de firma para
la actuación administrativa automatizada.

Tema 17.- Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas.
Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación. Aseguramiento
e interoperabilidad de la firma electrónica. Archivo electrónico de documentos.

Tema 18.- Factura electrónica. Regulación de las obligaciones de facturación. El impulso de
la factura electrónica y Registro Contable de facturas. Uso obligado de la factura
electrónica. Registro de Entrada en las Entidades Locales (Punto General de Entrada y
Registro Contable). Tramitación de facturas. Periodo medio de pagos a proveedores/as.
Plataforma de facturación electrónica (Face).
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TEMA	1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO.	CONCEPTO,	ELEMENTOS,	CLASES
Y	REQUISITOS.	EFICACIA	Y	VALIDEZ	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

LA	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO

Puede definirse al acto administrativo como cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento
o de juicio realizada por un órgano de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrati-
va. Y también, de una forma más breve, como acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al
Derecho Administrativo. O como toda declaración jurídica, unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la
Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas objetivas.

La Ley 39/2015 no da un concepto de acto administrativo, si bien el art. 34 da por sentada su existencia
cuando manifiesta que “Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo que “El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”. Establecido el concepto, se pueden señalar las siguien-
tes características de los actos administrativos:

1ª.- El acto administrativo es un acto jurídico: consiste en una declaración, lo que excluye las actividades
materiales de la Administración (actividades instrumentales como una llamada por teléfono, un requeri-
miento de documentación, el otorgamiento de un plazo, etc).

2ª.- La declaración puede ser de voluntad, de juicio, de conocimiento y de deseo:

-Entre las declaraciones de voluntad están las autorizaciones o licencias (permiten realizar una
actividad o una obra), las sanciones o prohibiciones, etc.

-Entre las declaraciones de juicio se pueden citar los actos consultivos, los informes, los actos de
intervención y fiscalización financiera, etc.

-Entre las declaraciones de conocimiento están los certificados, las anotaciones o registro de títulos,
los levantamientos de actas, etc.

-Como declaraciones de deseo están las propuestas o peticiones de un órgano a otro.

3ª.- El acto administrativo ha de proceder de una Administración, lo que implica que no puedan ser
considerados actos administrativos:
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TEMA	2.‐	CONCEPTO	DE	PERSONAS	INTERESADAS.	REGISTROS	ELECTRÓNICOS	DE
APODERAMIENTOS.	PLURALIDAD	DE	PERSONAS	INTERESADAS.	DERECHOS	DE
LAS	PERSONAS	EN	SUS	RELACIONES	CON	LAS	AA.PP.	DERECHO	Y	OBLIGACIÓN
DE	RELACIONARSE	ELECTRÓNICAMENTE	CON	LAS	AA.PP.	LENGUA	DE	LOS

PROCEDIMIENTOS.	EL	REGISTRO	ELECTRÓNICO.	ARCHIVO	DE
DOCUMENTOS.	COMUNICACIONES	Y	NOTIFICACIONES.

1.‐	LAS	PERSONAS	INTERESADAS

1.1.‐	CONCEPTOS	GENERALES

Tradicionalmente	se	ha	utilizado	el	término	“administrado”	para	referirse	al	sujeto	destinatario	del	ejercicio
de	potestades	administrativas	(es	decir,	la	persona	que	se	sitúa	en	una	relación	jurídico‐administrativa	como
contraparte	de	la	Administración).	Sin	embargo,	desde	hace	algún	tiempo	el	concepto	de	administrado	ha
sido	objeto	de	cierto	rechazo	debido	a	que	sitúa	al	particular	en	una	situación	pasiva	(administrado	es
alguien	sobre	el	cual	se	administra,	el	que	soporta	la	acción	de	administrar).	

La	problemática	que	plantea	el	término	“administrado"	puede	centrarse	en	torno	a	dos	ideas:	por	una	parte,
técnicamente	la	posición	de	los	particulares	frente	a	las	Administraciones	Públicas	va	mucho	más	allá	de	ser
un	mero	administrado,	pues	como	se	verá	es	además	titular	de	una	posición	activa	(se	tienen	derechos,	por
ej.);	y	por	otra,	desde	el	punto	de	vista	político,	el	término	administrado	contraría	la	idea	de	participación
ciudadana	en	los	asuntos	públicos.	

Por	esta	razón	‐entre	otras‐	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	AA.PP.	y	del	Procedimiento	Adminis‐
trativo	Común,	sustituyó	el	término	administrado	por	el	de	«ciudadano»,	que	de	suyo	conlleva	la	idea	de
sujeto	de	derechos	frente	al	Estado.	Sin	embargo,	cuando	se	utiliza	el	término	ciudadano	debe	entenderse
en	sentido	amplio,	pues	caso	contrario	se	excluiría,	por	ej.,	a	las	personas	jurídicas,	que	en	el	ámbito	econó‐
mico	son	las	que	presentan	un	mayor	porcentaje	de	actuaciones	y	litigios	frente	a	la	Administración.	No
obstante,	la	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas,	ha
recuperado	 la	denominación	anterior:	Esta	Ley	constituye	el	primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una
regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»	entre	las	Administraciones	y	los	administrados.

Finalmente,	para	tener	un	panorama	más	amplio	respecto	a	este	planteamiento,	no	debe	olvidarse	que	la
misma	Constitución	utiliza	el	término	administrado	en	el	art.	149.1.18,	cuando	señala	que	corresponde	al
Estado	establecer	"las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	Administraciones	públicas	y	del	régimen	estatutario
de	sus	funcionarios	que,	en	todo	caso,	garantizarán	a	los	administrados	un	tratamiento	común	ante	ellas".	Este
precepto	habilitó	al	Gobierno	para	dictar	la	Ley	30/1992	primero,	y	39/2015	después	(complementada	por
la	Ley	40/2015,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público).

En	definitiva,	la	adopción	del	término	administrado,	ciudadano	o	similares,	no	resulta	de	gran	relevancia	más
allá	del	ámbito	de	la	discusión	doctrinal,	siendo	en	todo	caso,	una	opción	de	política	legislativa.
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TEMA	3.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	INICIACIÓN,
ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN	Y	TERMINACIÓN.	LA	OBLIGACIÓN

DE	RESOLVER:	EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.



www.temariosenpdf.es Tema 4 - Pág. 1

TEMA	4.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO	Y	CLASES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugnación
ante los  Tribunales contencioso-administrativos.

2.‐	PRINCIPIOS	GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley.

La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración
en la resolución que ponga fin al procedimiento.

Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y
cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, recla-
mación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no someti-
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TEMA	5.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO:
DISPOSICIONES	GENERALES	Y	PRINCIPIOS	DE	ACTUACIÓN.
FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Tiene 158 artículos, con la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	6.‐	EL	MUNICIPIO:	CONCEPTO	Y	ELEMENTOS.
ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL.	COMPETENCIAS.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.- CONCEPTO Y ELEMENTOS

CONCEPTO.- El Municipio es la Entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personali-
dad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. De esta definición se desprenden las
siguientes notas:

-Es un Ente público, es decir, con personalidad y potestades públicas, aunque las mismas sean de
carácter derivado y no originario.

-Es territorial, puesto que sus órganos de gobierno tienen su competencia establecida sobre un
territorio concreto, que es el término municipal.

-Es primario, por cuanto es el primer Ente público territorial en el que los ciudadanos se organizan
para la realización de sus fines y la consecución de sus intereses comunes.

ELEMENTOS.- Son elementos del Municipio:

-El territorio. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias, y
estará formado por territorios continuos, aunque se pueden mantener las situaciones de discontinuidad
reconocidas en la actualidad, siendo competencia del Ayuntamiento su división en distritos y en barrios,
y las variaciones de los mismos.

-La población. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del
municipio y, en cuanto tales, son los vecinos del mismo.

-La organización. Está constituida por una serie de medios personales e institucionales (los órganos de
gobierno propiamente dichos) o administrativos (el personal al servicio de cada Corporación) que
desarrollan las actividades propias del Municipio para que éste cumpla los fines que le son propios.

1.2.- EL TÉRMINO MUNICIPAL

TÉRMINO MUNICIPAL.- El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competen-
cias. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

CREACIÓN O SUPRESIÓN.- La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos munici-
pales, se regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la
alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provincia-
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TEMA	7.‐	LA	PROVINCIA	EN	EL	RÉGIMEN	LOCAL.
ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS.

1.‐	LA	PROVINCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La división provincial actual arranca de 1833, y se inscribe dentro del proyecto político de los liberales de
cambiar de raíz la estructura política y administrativa del país, desterrando para siempre las estructuras del
Antiguo Régimen. En 1833 el Ministro de Gobernación, Javier de Burgos, propuso una nueva división provin-
cial, cuyas 49 provincias han permanecido al cabo de siglo y medio con la única aparición de una más en la
antigua provincia canaria.

En la estructuración provincial de Javier de Burgos no se siguió un criterio meramente geográfico de modelo
francés, sino que se trató de conjugar éste con el de carácter histórico, al tiempo que se atendía a elementos
de distancia y población, a fin de conseguir una administración más eficaz junto con otra exigencia conocida
en el siglo XIX con la denominación de «unidad constitucional». Para ello habría que fijar dentro de la
provincia otros núcleos de menor entidad territorial, por supuesto, cuya división fue decretada en abril de
1834 y cuyo número ascendió a 463 núcleos de población con juzgado de primera instancia.

Eran éstos los Partidos Judiciales, los cuales presentaban, a veces, unos elementos característicos naturales,
demográficos, económicos y de dotación administrativa e incluso, también a veces, singularmente históricos,
que permitían fijar con facilidad la cabecera de los mismos. Posteriormente se han reducido estas “cabezas
de partido” y, por tanto, se han ampliado sus áreas territoriales por condicionamientos obvios de la evolución
en los medios de comunicación, así como por el descenso demográfico en numerosas zonas de España, entre
las cuales son muy destacadas las correspondientes a Castilla y León.

Por su parte, la Diputación Provincial tiene su origen en la Constitución Española de 1812. Una constitución
de origen liberal, que situaba a esta institución, no sólo, como el órgano de gobierno -superior al de los
ayuntamientos- de la Provincia en la que se asienta, sino también como un auténtico órgano descentraliza-
dor, y a la vez extensivo, del poder central. Es pues, una institución de marcado acento liberal, creada al calor
de las reformas constitucionales que sacaron a España del Antiguo Régimen.

Las Diputaciones Provinciales, desde entonces, han sufrido numerosas modificaciones en una convulsa etapa
política y social en la España de finales del siglo XIX y mayor parte del siglo XX, hasta configurarse en las
administraciones locales intermedias de hoy, fruto de la aprobación de la vigente Constitución Española de
1978 que configuró, la vuelta a la democracia tras cuarenta años de dictadura, y la articulación del sistema
político institucional que perdura en la actualidad. Sirviendo además la provincia, como base territorial para
la configuración de los entes preautonómicos, que posteriormente se convertirían en las actuales Comunida-
des Autónomas constituidas al margen de las que lo hicieran gracias a la disposición transitoria 2ª de la
Constitución (para los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de
Estatuto de autonomía).
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TEMA	8.‐	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS:	RÉGIMEN
DE	SESIONES	Y	ACUERDOS.	CONVOCATORIA	Y	ORDEN	DEL	DÍA.

ACTAS	Y	CERTIFICACIONES	DE	ACUERDO.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	DEL	PLENO

La	materia	de	este	 tema	está	regulada	por	el	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	y	Régimen
Jurídico	de	las	Entidades	Locales	(Real	Decreto	2568/1986,	de	28	de	noviembre),	dictado	en	cumplimiento
de	lo	dispuesto	en	la	disposición	final	primera	de	la	Ley	7/1985,	de	2	de	abril,	Reguladora	de	las	Bases	del
Régimen	Local.	Dicha	disposición	estableció	que	el	Gobierno	de	la	nación	deberá	actualizar	y	acomodar	a	lo
dispuesto	en	la	misma,	entre	otros,	el	Reglamento	de	organización,	funcionamiento	y	régimen	jurídico	de
las	Corporaciones	locales	aprobado	por	Decreto	de	17	de	mayo	de	1952,	con	las	modificaciones	de	que	haya
sido	objeto	en	disposiciones	posteriores.

1.1.‐	RÉGIMEN	DE	SESIONES

CLASES	DE	SESIONES

1.	Las	sesiones	del	Pleno	pueden	ser	de	tres	tipos:

a)	Ordinarias
b)	Extraordinarias
c)	Extraordinarias	de	carácter	urgente

SESIONES	ORDINARIAS

Son	sesiones	ordinarias	aquellas	cuya	periodicidad	esta	preestablecida.	Dicha	periodicidad	será	fijada	por
acuerdo	del	propio	Pleno	adoptado	en	sesión	extraordinaria,	que	habrá	de	convocar	el	Alcalde	o	Presidente
dentro	de	los	treinta	días	siguientes	al	de	la	sesión	constitutiva	de	la	Corporación	y	no	podrá	exceder	del
límite	trimestral.

SESIONES	EXTRAORDINARIAS

Son	sesiones	extraordinarias	aquellas	que	convoque	el	Alcalde	o	Presidente	con	tal	carácter,	por	iniciativa
propia	o	a	solicitud	de	 la	cuarta	parte,	al	menos,	del	número	 legal	de	miembros	de	 la	Corporación.	Tal
solicitud	habrá	de	hacerse	por	escrito	en	el	que	se	razone	el	asunto	o	asuntos	que	 la	motiven,	 firmado
personalmente	por	todos	los	que	la	suscriben.

La	relación	de	asuntos	incluidos	en	el	escrito	no	enerva	la	facultad	del	Alcalde	o	Presidente	para	determinar
los	puntos	del	Orden	del	día,	si	bien	la	exclusión	de	éste	de	alguno	de	los	asuntos	propuestos	deberá	ser
motivada.



www.temariosenpdf.es Tema 9 - Pág. 1

TEMA	9.‐	ORDENANZAS	Y	REGLAMENTOS	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.

1.‐	LA	POTESTAD	NORMATIVA	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

El art. 55 del Real Decreto Legislativo 781/1986, por el que aprueba el Texto Refundido de las disposiciones
legales vigentes en materia de Régimen Local, establece que “en	la	esfera	de	su	competencia,	las	Entidades
locales	podrán	aprobar	Ordenanzas	y	Reglamentos,	y	los	Alcaldes	dictar	Bandos.	En	ningún	caso	contendrán
preceptos	opuestos	a	las	leyes”.

Todo ello a consecuencia de la potestad reglamentaria reconocida a las Entidades Locales por el art. 4 de la
Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL).

1.1.- CONCEPTOS GENERALES 

Las Ordenanzas y Reglamentos son la expresión concreta de la potestad reglamentaria que se reconoce a las
Entidades que integran la Administración local, consecuencia de la autonomía de la que gozan.

Se denomina potestad reglamentaria al poder en virtud del cual la Administración dicta reglamentos.
Constituye su potestad más intensa e importante, puesto que implica participar en la formación del ordena-
miento jurídico. De este modo, la Administración no es sólo un sujeto de Derecho sometido como los demás
a un ordenamiento que le viene impuesto, sino que tiene la capacidad de formar, en una cierta medida, su
propio ordenamiento.

El art. 4.1.a) LRBRL atribuye la potestad reglamentaria, en todo caso, a los Municipios, Provincias e Islas en
su calidad de Administraciones Públicas territoriales, pudiendo aplicarse a las otras Entidades Locales si la
legislación de las Comunidades Autónomas lo concreta.

La potestad normativa de los Entes Locales se manifiesta en normas jurídicas de varias clases, que pueden
clasificarse de la forma siguiente:

• Por el sujeto del que proceden:

-De la Corporación: Ordenanzas y Reglamentos
-Del Presidente: Bandos

• Por la materia que regulan:

-Ordenanzas de policía y buen gobierno
-Reglamentos organizativos: orgánico, de funcionarios, de régimen interior o de servicios
-Bandos para casos de necesidad o urgencia
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TEMA	10.‐	TIPOS	DE	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO.	RÉGIMEN	JURÍDICO
DE	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS.	LA	SELECCIÓN

DE	LA	PERSONA	CONTRATISTA.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.‐	CONCEPTO	CIVIL	DE	CONTRATO

El	origen	y	esencia	de	los	contratos	administrativos	está	en	el	contrato	civil	o	privado.	Según	el	art.	1089	del
Código	Civil,	"las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así	pues,	jurídicamente,	las	obligaciones	nacen,	bien	por	imposición	de	una	Ley,	o	bien	por	la	propia	voluntad
de	una	persona	de	contraer	obligaciones	respecto	de	otra,	mediante	un	contrato.

El	contrato	se	configura	así	como	una	de	las	fuentes	de	obligaciones	jurídicas	y,	en	este	sentido,	el	propio
Código	Civil,	en	su	art.	1254,	 lo	define	diciendo	que	"el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora	bien,	quizás	con	esta	definición	no	quede	aún	perfectamente	delimitado	el	concepto	de	contrato,	en
un	sentido	jurídico	estricto,	que	permita	diferenciar,	nítidamente	y	con	carácter	general,	un	contrato	de	lo
que	sería	un	simple	acuerdo	de	voluntades	carente	de	tal	naturaleza.

Teniendo	en	cuenta	el	conjunto	del	articulado	del	Código	Civil	al	respecto,	los	matices	que	realmente	definen
a	un	acuerdo	de	voluntades	como	un	contrato	radican	fundamentalmente	en	lo	siguiente:

‐Se	ha	de	producir	un	 intercambio	de	obligaciones	 recíprocas	 entre	 las	partes	 intervinientes	 en	el
contrato.

‐La	autonomía	de	 la	voluntad	de	 las	partes	está	condicionada	por	una	serie	de	normas	de	carácter
público,	tendentes	a	proteger	tanto	los	derechos	de	los	contratantes	como	los	intereses	generales	de	la
sociedad.

En	definitiva,	y	en	un	sentido	amplio,	se	puede	definir	al	contrato	como	un	acuerdo	entre	partes	del	que
nacen	obligaciones	recíprocas	y	para	el	que,	dada	su	trascendencia	social	y	económica,	la	Ley	establece	unas
normas	y	unas	consecuencias	jurídicas.

1.2.‐	MODALIDAD	DE	LOS	CONTRATOS

Existen	dos	grandes	grupos	en	los	que	se	suelen	englobar	las	distintas	modalidades	de	contratos,	en	función
de	los	sujetos	que	en	él	intervienen	y	de	la	normativa	que	les	es	de	aplicación:
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TEMA	11.‐	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CONCEPTO
Y	CLASES.	BIENES	DE	DOMINIO	PÚBLICO	LOCAL	Y	BIENES

PATRIMONIALES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	GENERAL	DE	LOS	BIENES	MUNICIPALES

La	Ley	7/1985,	Reguladora	de	las	Bases	del	Régimen	Local,	y	el	Texto	Refundido	de	las	disposiciones	legales
vigentes	en	materia	de	Régimen	Local	(Real	Decreto	Legislativo	781/1986)	configuran	el	régimen	jurídico
del	patrimonio	de	las	entidades	locales	en	los	términos	siguientes.

Patrimonio	y	bienes	locales.‐	El	patrimonio	de	las	Entidades	locales	está	constituido	por	el	conjunto	de
bienes,	derechos	y	acciones	que	les	pertenezcan.

Los	bienes	de	las	Entidades	locales	son	de	dominio	público	o	patrimoniales.

Son	bienes	de	dominio	público	los	destinados	a	un	uso	o	servicio	público.

Son	bienes	de	uso	público	local	los	caminos	y	carreteras,	plazas,	calles.	paseos,	parques,	aguas,	fuentes,
canales,	puentes	y	demás	obras	públicas	de	aprovechamiento	o	utilización	generales	cuya	conservación
y	policía	sean	de	la	competencia	de	la	Entidad	local.

Son	bienes	de	servicio	público	los	destinados	al	cumplimiento	de	fines	públicos	de	responsabilidad	de
las	Entidades	locales,	tales	como	Casas	Consistoriales,	Palacios	Provinciales	y,	en	general,	edificios	que
sean	sede	de	las	mismas,	mataderos,	mercados,	lonjas,	hospitales,	hospicios,	museos,	así	como	los	montes
catalogados	de	propiedad	provincial.

Bienes	comunales.‐	Tienen	la	consideración	de	comunales	aquellos	cuyo	aprovechamiento	corresponda	al
común	de	 los	 vecinos.	 Los	 bienes	 comunales	 y	 demás	bienes	 de	dominio	 público	 son	 inalienables,
inembargables	e	imprescriptibles	y	no	están	sujetos	a	tributo	alguno.

Bienes	patrimoniales.‐	Son	bienes	patrimoniales	o	de	propios	los	que,	siendo	propiedad	de	la	Entidad	local,
no	estén	destinados	a	uso	público	ni	afectados	a	algún	servicio	público	y	puedan	constituir	fuente	de
ingresos	para	el	erario	de	la	Entidad.	Los	bienes	patrimoniales	se	rigen	por	su	legislación	específica	y,
en	su	defecto,	por	las	normas	de	Derecho	privado.

Toda	enajenación,	gravamen	o	permuta	de	bienes	inmuebles	habrá	de	comunicarse	al	órgano	competen‐
te	de	la	Comunidad	Autónoma.	Si	su	valor	excediera	del	25%	de	los	recursos	ordinarios	del	presupuesto
anual	de	la	Corporación	requerirá,	además,	autorización	de	aquél.

Los	bienes	inmuebles	patrimoniales	no	podrán	cederse	gratuitamente	salvo	a	Entidades	o	Instituciones
públicas	y	para	fines	que	redunden	en	beneficio	de	los	habitantes	del	término	municipal,	así	como	a	las
instituciones	privadas	de	interés	público	sin	ánimo	de	lucro.
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TEMA	12.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.
EL	PERSONAL	FUNCIONARIO	PÚBLICO:	CLASES,	SELECCIÓN,	SITUACIONES
ADMINISTRATIVAS.	EL	RÉGIMEN	DE	PROVISIÓN	DE	PUESTOS	DE	TRABAJO.
EL	PERSONAL	LABORAL:	TIPOLOGÍA	Y	SELECCIÓN.	DERECHOS	Y	DEBERES
DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.	RÉGIMEN

DE	INCOMPATIBILIDAD	Y	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

CLASES	DE	PERSONAL.‐	El	personal	al	servicio	de	las	entidades	locales	estará	integrado	por	funcionarios	de
carrera,	contratados	en	régimen	de	derecho	laboral	y	personal	eventual	que	desempeña	puestos	de
confianza	o	asesoramiento	especial.

1.1.‐	FUNCIONARIOS

DEFINICIÓN.‐	Son	funcionarios	de	la	Administración	Local	las	personas	simuladas	a	ella	por	una	relación	de
servicios	profesionales	y	retribuidos,	regulada	por	el	Derecho	Administrativo.

Son	funcionarios	de	carrera	de	la	Administración	Local	los	que,	en	virtud	de	nombramiento	legal,	desem‐
peñen	servicios	de	carácter	permanente	en	una	Entidad	local,	figuren	en	las	correspondientes	plantillas
y	perciban	sueldos	o	asignaciones	fijas	con	cargo	a	las	consignaciones	de	personal	del	presupuesto	de
las	Corporaciones.

ESTRUCTURA.‐	Los	funcionarios	de	carrera	que	no	ocupen	puestos	de	trabajo	reservados	a	funcionarios	con
habilitación	de	carácter	nacional	se	integrarán	en	las	escalas,	subescalas,	clases	y	categorías	de	cada
Corporación,	con	arreglo	a	lo	que	se	previene	en	la	Ley.

Las	subescalas,	clases	y	categorías	quedarán	agrupadas	conforme	a	la	legislación	básica	del	Estado	en
los	grupos	que	ésta	determine,	de	acuerdo	con	la	titulación	exigida	para	su	ingreso.

RESERVA	DE	FUNCIONES.‐	Corresponde	a	 los	 funcionarios	de	carrera	el	desempeño	de	 los	puestos	de
trabajo	que	tengan	atribuidas	las	funciones	que	impliquen	ejercicio	de	autoridad,	las	de	fe	pública	y
asesoramiento	legal	preceptivo,	las	de	control	y	fiscalización	interna	de	la	gestión	económico‐financiera
y	presupuestaria,	 las	de	contabilidad	y	 tesorería,	así	como	las	que	en	su	desarrollo	y	en	orden	a	 la
clasificación	de	puestos,	se	determinen	en	las	normas	estatales	sobre	confección	de	las	relaciones	de
puestos	de	trabajo	y	descripción	de	puestos	de	trabajo‐tipo.

CLASES	DE	FUNCIONARIOS.‐	La	Función	Pública	Local	tiene	la	particularidad	de	contar	con	dos	clases	de
personal	funcionario:

‐Funcionarios	con	habilitación	de	carácter	estatal
‐Resto	de	funcionarios
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TEMA	13.‐	EL	PRESUPUESTO	GENERAL	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES.
ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO	DE	GASTOS:	FASES.

1.‐	EL	PRESUPUESTO	DE	LAS	ENTIDADES	PÚBLICAS

En	el	lenguaje	cotidiano,	un	presupuesto	es	el	cómputo	anticipado	del	coste	de	una	obra	o	inversión,	o	de	los
gastos	e	ingresos	de	una	institución	pública	o	privada.

En	el	ámbito	administrativo,	el	presupuesto	constituye	la	expresión	cifrada,	conjunta	y	sistemática	de	los
derechos	y	obligaciones	a	liquidar	durante	el	ejercicio	por	cada	uno	de	los	órganos	y	entidades	que	forman
parte	de	un	sector	público	determinado:	Estado,	Comunidad	Autónoma,	Corporación	Local,	Ente	Público,
Universidad	Pública...

El	presupuesto	público	persigue	reflejar	los	gastos	y	los	ingresos	previstos	para	un	ámbito	determinado	del
Sector	Público	en	un	período	de	tiempo	determinado.	Esto	significa	que	mide,	habitualmente	para	el	interva‐
lo	de	un	año,	los	créditos	que	como	máximo	se	destinarán	a	las	distintas	partidas	de	gastos,	así	como	las
previsiones	de	recaudación	y	 la	estimación	de	 los	 fondos	provenientes	de	otras	 fuentes	de	 ingresos.	El
presupuesto	público	constituye,	asimismo,	un	documento	político	que	recoge	la	declaración	de	intenciones
de	un	gobierno	cuantificada	monetariamente	para	un	ejercicio	anual.	El	presupuesto	público,	por	tanto,
sintetiza	desde	la	perspectiva	económica	y	financiera	el	plan	de	actuación	que	presidirá	la	gestión	pública
y,	en	este	sentido,	deberá	responder	a	las	siguientes	cuestiones:

•	Qué	hacer:	qué	políticas	se	van	a	llevar	a	cabo.

•	Quién	puede	gastar	y	hasta	qué	límite:	clasificación	orgánica	del	gasto.

•	Para	qué	se	hará	el	gasto:	clasificación	funcional	y	por	programas	del	presupuesto.

•	Cómo	se	hará	el	gasto:	clasificación	económica	del	gasto	público.

•	Cómo	se	va	a	recaudar	y	conseguir	los	ingresos	necesarios:	clasificación	económica	de	los	ingresos
necesarios.

Las	características	fundamentales,	por	tanto,	de	la	institución	presupuestaria	son	las	siguientes:

‐El	carácter	jurídico	del	documento	presupuestario:	el	presupuesto	es	una	previsión	normativa	que	ha
de	ser	aprobada	por	el	Parlamento	(u	órgano	competente	en	otra	Administración	Pública)	y	es	obligato‐
ria	para	el	órgano	de	gobierno.	Resulta,	en	consecuencia,	de	necesario	cumplimiento	para	el	Gobierno
y	la	Administración,	lo	cual	es	especialmente	relevante	para	el	caso	de	los	gastos	previstos,	ya	que	estos
establecen	el	límite	máximo	que	pueden	realizarse,	mientras	que	en	los	ingresos	se	trata	de	una	simple
previsión.
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TEMA	14.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	AL	SERVICIO	DE	LA	CIUDADANÍA:	ATENCIÓN
AL	PÚBLICO.	INFORMACIÓN	GENERAL	Y	PARTICULAR	A	LA	CIUDADANÍA.

LAS	FUNCIONES	DE	ATENCIÓN	A	LA	CIUDADANÍA.
LOS	SERVICIOS	DE	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA.

1.‐	ATENCIÓN	AL	PÚBLICO

La comunicación cara a cara es la forma idónea de comunicación. En ella utilizamos no sólo la palabra sino
toda una gama de recursos expresivos como el gesto, la mirada, la postura, es decir, lo que se ha denominado
el lenguaje corporal, que contribuyen a una mejor comunicación.

Es una comunicación inmediata,	no transcurre ningún lapso de tiempo entre la formulación de la pregunta
y la respuesta.

Hay una interrelación mutua, a través del mecanismo de retroalimentación que va depurando la comunica-
ción de elementos accesorios y subjetivos hasta lograr una correcta interpretación de los mensajes.

1.1.- CONDICIONES MATERIALES

Es de sobras conocido el influjo que el medio físico, es decir, la configuración del espacio y los elementos a
él incorporados ejercen sobre la conducta.

La comunicación puede verse facilitada o dificultada por el ambiente en que se produce. Por ello, las oficinas
de información deberían cumplir ciertos requisitos en cuanto a emplazamiento, características y organiza-
ción del local:

-Deberán situarse	en puntos estratégicos de las ciudades, con buenas comunicaciones. Su acceso deberá
ser directo desde la calle y contar con la señalización adecuada.

-El local debe ser amplio, bien iluminado, de uso exclusivo, con mobiliario funcional y distribuido de
forma que permita preservar la intimidad de las comunicaciones, que garantice unas condiciones de
mínimo confort tanto para el informador como para su interlocutor, que ofrezca facilidades para la
lectura y la consulta de documentos.

-Hay que evitar en la medida de lo posible la formación de colas y, cuando no puedan evitarse, deben
organizarse (números, turnomatic...) procurando que exista un lugar de espera con asientos.

-También debe disponerse de un espacio con mesas y sillas para que el público pueda consultar docu-
mentos, tomar notas, rellenar impresos, etc.

En cuanto al sistema	de	atención	al	público,	hay que eliminar las barreras arquitectónicas, como ventani-
llas o mostradores que producen la impresión de que la Administración es un coto cerrado diferenciado y
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TEMA	15.‐	HERRAMIENTAS	OFIMÁTICAS	DE	CÓDIGO	ABIERTO	(LIBREOFFICE):
WRITER,	EL	PROCESADOR	DE	TEXTOS;	CALC,	LA	HOJA	DE	CÁLCULOS;

IMPRESS,	EL	EDITOR	DE	PRESENTACIONES;	BASE,	BASE	DE
DATOS	E	INTERFAZ	CON	OTRAS	BASES	DE	DATOS.

1.‐	OFIMÁTICA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	informática	es	la	ciencia	que	estudia	los	ordenadores	en	su	conjunto	(máquinas	y	programas).	El	concepto
de	informática	viene	dado	de	la	unión	de	dos	palabras	INFORmación	y	autoMÁTICA.	Se	trata	del	“conjunto
de	conocimientos	científicos	y	técnicas,	que	hacen	posible	el	tratamiento	automático	de	la	información	por
medio	de	ordenadores”	(concepto	de	informática	según	el	diccionario	académico	de	la	lengua	española).

Dentro	de	la	Informática	se	engloba	la	Ofimática,	es	decir,	ésta	es	una	parte	de	la	Informática.	No	hay	que
confundir	el	concepto	de	INFORMÁTICA	con	el	de	OFIMÁTICA.	El	concepto	de	ofimática	se	aplica	a	todas
aquellas	técnicas,	procedimientos,	servicios,	etc.,	que	se	basan	en	tecnologías	de	la	información	(informática
y	comunicaciones)	y	cuya	implementación	se	realiza	en	el	ámbito	del	trabajo	de	oficina	y	similares	entornos.
El	concepto	de	ofimática	viene	dado	de	la	unión	de	dos	palabras	OFIcina	y	autoMÁTICA.

La	ofimática	engloba,	pues,	los	tratamientos	de	textos	y	gráficos,	la	gestión	documental,	la	agenda,	la	planifi‐
cación	de	tiempo	y	actividades,	la	mensajería	electrónica,	etc.	El	entorno	donde	se	desarrolla	la	ofimática	es,
fundamentalmente,	la	oficina	y	por	tanto,	describe	su	naturaleza	y	los	trabajos	que	se	realizan	en	ella.

El	objetivo	es	tener	la	información	disponible	para	cualquier	necesidad	de	la	organización.	Es	necesario
tratarla	para	presentarla	en	el	formato	y	soporte	más	adecuado	y	poder	extraer	el	conocimiento	más	relevan‐
te	en	cada	ocasión.

1.2.‐	PAQUETES	INTEGRADOS

Con	el	nombre	genérico	de	paquete	integrado	se	designa	el	conjunto	de	software	que	incluye	las	funciones
de	varios	programas	en	uno	solo,	bien	como	módulos	de	una	gran	aplicación	o	formando	varias	aplicaciones
independientes.	Actualmente	también	se	habla	de	las	Suites	informáticas,	que	son	paquetes	integrados	con
gran	variedad	de	aplicaciones.

Un	paquete	integrado,	igual	que	las	Suites,	debe	de	reunir	los	siguientes	requisitos:

‐Criterio	unificado	de	diseño,	para	todas	las	aplicaciones.

‐Ejecución	de	diferentes	programas.

‐Acceso	compartido	de	los	datos	por	los	diferentes	programas,	lo	que	permite	exportar	datos	de	uno	de
sus	programas	a	los	otros.	
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TEMA	16.‐	LA	SEDE	ELECTRÓNICA.	PORTAL	DE	INTERNET.	SISTEMAS	DE
IDENTIFICACIÓN	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	ACTUACIÓN

ADMINISTRATIVA	AUTOMATIZADA.	SISTEMAS	DE	FIRMA	PARA
LA	ACTUACIÓN	ADMINISTRATIVA	AUTOMATIZADA.

1.‐	LA	SEDE	ELECTRÓNICA

1.1.- REGULACIÓN LEGAL

La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, define a la sede electrónica como aquella dirección
electrónica, disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones, cuya titularidad
corresponde a una Administración Pública, o bien a una o varios organismos públicos o entidades de Derecho
Público en el ejercicio de sus competencias.

El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integridad,
veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la misma.

Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes electróni-
cas, con sujeción a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibi-
lidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la identificación del
órgano titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas.

Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones seguras
siempre que sean necesarias.

La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones respetará los principios
de accesibilidad y uso de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos y, en su caso,
aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.

Las sedes electrónicas utilizarán, para identificarse y garantizar una comunicación segura con las mismas,
certificados reconocidos o cualificados de autenticación de sitio web o medio equivalente.

Por su parte, se entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad corresponda
a una Administración Pública, organismo público o entidad de Derecho Público que permite el acceso a través
de internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondiente.

1.2.- REGULACIÓN REGLAMENTARIA

Esta materia está regulada por el Real Decreto 1671/2009, por el que se desarrolla parcialmente la Ley
11/2007, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, cuyo contenido reglamentario ha
quedado vigente (salvo pequeñas derogaciones) por la Ley 40/2015.
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TEMA	17.‐	FIRMA	ELECTRÓNICA	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.
INTERCAMBIO	ELECTRÓNICO	DE	DATOS	EN	ENTORNOS	CERRADOS	DE
COMUNICACIÓN.	ASEGURAMIENTO	E	INTEROPERABILIDAD	DE	LA	FIRMA

ELECTRÓNICA.	ARCHIVO	ELECTRÓNICO	DE	DOCUMENTOS.

1.‐	FIRMA	ELECTRÓNICA	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.- REGULACIÓN EN LA LEY 40/2015, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO

Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 40/2015 para la sede electrónica, actuación administrativa automatiza-
da y uso de sistemas de firma para la actuación administrativa automatizada, la actuación de una Adminis-
tración Pública, órgano, organismo público o entidad de derecho público, cuando utilice medios electrónicos,
se realizará mediante firma electrónica del titular del órgano o empleado público.

Cada Administración Pública determinará los sistemas de firma electrónica que debe utilizar su personal,
los cuales podrán identificar de forma conjunta al titular del puesto de trabajo o cargo y a la Administración
u órgano en la que presta sus servicios. Por razones de seguridad pública los sistemas de firma electrónica
podrán referirse sólo el número de identificación profesional del empleado público.

1.2.- REGULACIÓN EN LA LEY 59/2003, DE FIRMA ELECTRÓNICA

Firma electrónica, y documentos firmados electrónicamente.- La firma electrónica es el conjunto de datos
en forma electrónica, consignados junto a otros o asociados con ellos, que pueden ser utilizados como
medio de identificación del firmante.

La firma electrónica avanzada es la firma electrónica que permite identificar al firmante y detectar
cualquier cambio ulterior de los datos firmados, que está vinculada al firmante de manera única y a los
datos a que se refiere y que ha sido creada por medios que el firmante puede utilizar, con un alto nivel
de confianza, bajo su exclusivo control.

Se considera firma electrónica reconocida la firma electrónica avanzada basada en un certificado recono-
cido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma.

La firma electrónica reconocida tendrá respecto de los datos consignados en forma electrónica el mismo
valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel.

Se considera documento electrónico la información de cualquier naturaleza en forma electrónica,
archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de identificación y
tratamiento diferenciado.

No obstante, para que un documento electrónico tenga la naturaleza de documento público o de docu-
mento administrativo deberá cumplirse, respectivamente, con lo dispuesto en las letras a) o b) del
apartado siguiente y, en su caso, en la normativa específica aplicable.
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TEMA	18.‐	FACTURA	ELECTRÓNICA.	REGULACIÓN	DE	LAS	OBLIGACIONES	DE	FAC‐
TURACIÓN.	EL	IMPULSO	DE	LA	FACTURA	ELECTRÓNICA	Y	REGISTRO	CONTABLE
DE	FACTURAS.	USO	OBLIGADO	DE	LA	FACTURA	ELECTRÓNICA.	REGISTRO	DE	EN‐
TRADA	EN	LAS	ENTIDADES	LOCALES	(PUNTO	GENERAL	DE	ENTRADA	Y	REGISTRO
CONTABLE).	TRAMITACIÓN	DE	FACTURAS.	PERIODO	MEDIO	DE	PAGOS	A	PROVEE‐

DORES/AS.	PLATAFORMA	DE	FACTURACIÓN	ELECTRÓNICA	(FACE).

1.‐	LA	FACTURACIÓN

1.1.- LAS OBLIGACIONES DE FACTURACIÓN

La obligación de facturar de los empresarios y profesionales se recoge en el artículo 29.2.e) de la Ley 58/200-
3, de 17 de diciembre, General Tributaria, en el artículo 164.1.3 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del
Impuesto sobre el Valor Añadido y, en el artículo 2.1 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones
de facturación aprobado por el artículo primero del Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre.

Los empresarios y profesionales están obligados a expedir factura y copia de ésta por las entregas de bienes
y prestaciones de servicios que realicen en desarrollo de su actividad y a conservar copia de la misma.
También deben expedir factura en los supuestos de pagos anticipados, excepto en las entregas intracomuni-
tarias de bienes exentas.

En todo caso, los empresarios y profesionales están obligados a emitir una factura en los siguientes supues-
tos:

-Cuando el destinatario sea un empresario o profesional y actúe como tal.

-Cuando el destinatario de la obligación así lo exija para el ejercicio de cualquier derecho de naturaleza
tributaria.

-Exportaciones de bienes exentas de IVA (salvo las realizadas en tiendas libres de impuestos).

-Entregas intracomunitarias de bienes exentas de IVA.

-Cuando el destinatario sea una Administración Pública o una persona jurídica que no actúe como
empresario o profesional.

-Determinadas entregas de bienes objeto de instalación o montaje antes de su puesta a disposición,
cuando aquella se ultime en el territorio de aplicación del impuesto.

-Ventas a distancia y entregas de bienes objeto de Impuestos Especiales, cuando se entiendan realizadas
en el territorio de aplicación del impuesto.




